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Resumen ejecutivo 

 

El diagnóstico consolidado de este periodo demuestra que América Latina y el 

Caribe han superado la fase de adhesión formal a los estándares internacionales 

para ingresar en la etapa crítica de la efectividad operativa. El éxito de la 

transparencia fiscal en la región ya no depende únicamente de la recepción de 

datos, sino de la construcción de una soberanía analítica basada en la integración 

y la interoperabilidad sistémica. La utilidad de la información obtenida mediante 

intercambios automáticos se multiplica exponencialmente cuando se cruza con los 

registros de titularidad real y de propiedad inmobiliaria, por lo que superar los 

compartimentos estancos entre los diferentes órganos del Estado es la prioridad 

estratégica para el próximo bienio. 

Una de las lecciones fundamentales de este ciclo es que la eficacia del intercambio 

de información resulta indisoluble de la capacidad de las administraciones para 

imponer medidas de cumplimiento reales. La tendencia más prometedora apunta 

hacia modelos que vinculan la transparencia de entidades y estructuras jurídicas 

(incluyendo fideicomisos y trusts) con la propia viabilidad comercial y financiera de 

las mismas. Se ha demostrado que las acciones que afectan la operatividad, como 

el bloqueo de registros de contribuyentes o de cuentas bancarias, actúan como 

herramientas mucho más disuasorias que las sanciones pecuniarias aisladas, 

garantizando que el cumplimiento de la identificación del beneficiario final sea una 

condición sine qua non para su existencia en el sistema económico. 

En lo que respecta a las nuevas fronteras de la tributación, el informe destaca una 

brecha crítica en la economía digital. Mientras que los activos financieros 

tradicionales se han vuelto altamente rastreables, la región enfrenta desafíos con la 

desmaterialización de la riqueza a través de criptoactivos y la movilidad de las 

plataformas digitales. Además, la propiedad inmobiliaria permanece como el 

principal punto ciego del patrimonio regional debido a la dificultad técnica de vincular 

los bienes inmuebles con sus beneficiarios finales. En suma, América Latina y el 

Caribe caminan hacia un modelo de transparencia proactiva donde el intercambio 

de información deja de ser una herramienta accesoria para convertirse en el eje 

central de la gestión tributaria estratégica y de la justicia fiscal en la región. 

 

  



    

 

4 
 

Introducción 

Este informe consolida los resultados del diagnóstico regional sobre transparencia 
e intercambio de información fiscal, desarrollado por el Subgrupo de Trabajo sobre 
Progresividad Tributaria de la PTLAC. El relevamiento tiene como propósito 
fundamental mapear el estado de implementación de los estándares globales 
consolidados y evaluar la preparación de las jurisdicciones frente a las nuevas 
fronteras de la cooperación tributaria internacional. 

La metodología se basó en un cuestionario estructurado respondido por las 
autoridades competentes y puntos focales de 11 jurisdicciones miembros y 
observadores, que reflejan la diversidad técnica, económica y normativa de América 
Latina y el Caribe. Este cuestionario y el respectivo diagnóstico fueron realizados 
entre febrero y marzo de 2026. La participación de las siguientes instituciones 
permitió un análisis robusto y comparativo: 

• Brasil: Secretaria Especial da Receita Federal do Brasil (RFB). 
• Bolivia: Viceministerio de Política Tributaria. 
• Colombia: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN). 
• Ecuador: Servicio de Rentas Internas (SRI). 
• Guatemala: Ministerio de Finanzas Públicas. 
• Honduras: Secretaría de Estado en el Despacho de Finanzas. 
• México: Servicio de Administración Tributaria (SAT). 
• Paraguay: Dirección Nacional de Ingresos Tributarios (DNIT). 
• Perú: Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 

(SUNAT). 
• República Dominicana: Ministerio de Hacienda y Economía. 
• Uruguay: Ministerio de Economía y Finanzas. 

Este diagnóstico ofrece una visión estratégica sobre los diferentes niveles de 
madurez tecnológica y jurídica en la región, sirviendo como insumo para el 
fortalecimiento de la cooperación multilateral y el combate a la evasión fiscal 
transfronteriza. 

 

1. Intercambio Automático de Información 
Financiera (CRS) 

Esta sección analiza la madurez de las administraciones tributarias en la 
implementación del Estándar Común de Reporte (CRS) e identifica los obstáculos 
para su utilización efectiva. 



    

 

5 
 

¿Participa su país del intercambio de información sobre cuentas financieras 
en base al Estándar Común del Reporte? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, México, Colombia, Ecuador, Perú y Uruguay ya operan el estándar. 
• No: Bolivia, Honduras, República Dominicana y Guatemala. 
• Paraguay: En fase preparatoria con compromiso formal ante el Foro Global. 

Conclusión: 

La adopción del estándar CRS muestra una tendencia consolidada en la región, con 
una adhesión mayoritaria por parte de las economías de mayor envergadura. Este 
escenario refleja un avance significativo hacia la transparencia fiscal internacional 
en la región; no obstante, persiste una brecha operativa entre las jurisdicciones. 
Mientras el primer grupo ya procesa volúmenes considerables de datos financieros, 
los países del segundo grupo se encuentran en distintas etapas de adecuación 
normativa y técnica. El compromiso de Paraguay destaca como un paso positivo, 
subrayando que el fortalecimiento de la infraestructura institucional y la seguridad 
de los datos siguen siendo los principales desafíos para lograr una cobertura 
regional plena y efectiva. 

¿Le gustaría comentar sobre la razón? (Para los países que no participan en 
el CRS) 

Comentarios: 

• Honduras: La administración tributaria aún está estableciendo las bases en 
materia de fiscalidad internacional y desarrollando las herramientas 
tecnológicas necesarias. 

• Bolivia: El marco legal actual solo permite el Intercambio a Solicitud y el 
Intercambio Espontáneo. 

• Guatemala: El país aún no se encuentra preparado operativamente, pero 
está en un proceso de capacitación técnica para su implementación futura. 

• Paraguay: Se encuentra en una fase preparatoria orientada a asegurar que 
se cumplan adecuadamente todos los requisitos jurídicos, técnicos e 
institucionales. El país ha optado por desarrollar progresivamente los 
componentes (marco jurídico, tecnología, procesos) para garantizar una 
implementación efectiva y sostenible. 

Conclusión: 

El principal impedimento para la expansión del estándar CRS en la región radica en 
la limitación de los marcos legales internos, los cuales aún no contemplan la 
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"automaticidad" en el intercambio de información. Esta restricción normativa se ve 
agravada por la falta de infraestructura tecnológica robusta en algunas 
jurisdicciones, lo que genera un desfase técnico entre los países. Para superar estas 
barreras, se recomienda promover reformas legislativas que habiliten el flujo 
automático de datos y, simultáneamente, fortalecer las capacidades digitales de las 
administraciones tributarias, garantizando así el cumplimiento de los estándares de 
seguridad y confidencialidad exigidos por el Foro Global. 

¿Cuáles son los principales desafíos legales, técnicos y operativos que 
persisten en la implementación y en la utilización efectiva del CRS? 

Comentarios: 

• México: Las jurisdicciones socias no siempre descargan la información 
oportunamente. Se han detectado envíos de correcciones con un desfase 
temporal significativo respecto al periodo reportable. 

• Brasil: El desafío central reside en fortalecer el cumplimiento (compliance) de 
las instituciones financieras respecto a las normas de debida diligencia. Se 
ha identificado la necesidad de mejorar la calidad de los reportes enviados 
por las entidades obligadas, garantizando la integridad de los datos de 
identificación y la consistencia de los saldos reportados. Asimismo, el 
enfoque actual se orienta a consolidar mecanismos de supervisión robustos 
que permitan verificar que las instituciones financieras apliquen 
correctamente los estándares del CRS, mitigando riesgos de omisión o 
clasificación incorrecta de cuentas. 

• Colombia: El mayor reto consiste en la búsqueda activa e identificación de 
los sujetos obligados a reportar bajo el estándar CRS. 

• Ecuador: Lograr un uso eficiente de la información obtenida y garantizar que 
los datos intercambiados sean de alta calidad. 

• Perú: Implementación del "CRS Modificado" y adecuación del marco 
normativo. Fortalecimiento legal mediante normas antielusivas y regímenes 
sancionadores para autocertificaciones falsas. Mejora en la calidad de 
identificación (nombres, documentos, fechas de nacimiento) y supervisión de 
la debida diligencia de las instituciones financieras. 

• Paraguay: En el plano legal, la adopción del marco normativo interno 
específico (tras ratificar la Convención mediante Ley Nº 6656/2020). En el 
plano técnico, el establecimiento de infraestructura para recibir, validar y 
transmitir datos, incluyendo la conexión con el sistema CTS. En el plano 
operativo, capacitación y coordinación interinstitucional, además de avanzar 
en el marco de confidencialidad conforme a las recomendaciones del Foro 
Global. 

• Uruguay: El desafío principal es el procesamiento y uso masivo de la 
información recibida. 
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Conclusión:  

El diagnóstico regional revela que el enfoque de las administraciones tributarias ha 
evolucionado: el desafío ya no es solo recibir los datos, sino explotarlos de manera 
efectiva para asegurar el cumplimiento fiscal. Del análisis de las contribuciones de 
las jurisdicciones, se desprenden cuatro ejes críticos que definen la agenda actual 
del CRS para América Latina y el Caribe: 

1. Gobernanza y Calidad del Dato: Persiste una brecha en la integridad de la 
información (especialmente en identificadores y fechas de nacimiento), lo 
que dificulta el cruce automático con bases locales. Asimismo, la falta de 
oportunidad en la descarga de datos y el envío de correcciones con desfases 
temporales significativos comprometen la eficacia de las auditorías y la 
confiabilidad sistémica del intercambio. 

2. Supervisión y Cumplimiento (Compliance): Un eje prioritario, liderado por 
jurisdicciones como Brasil, es el fortalecimiento del compliance de las 
instituciones financieras. El reto ya no es solo recibir reportes, sino 
implementar mecanismos de supervisión robustos que garanticen que las 
entidades obligadas apliquen rigurosamente la debida diligencia, mitigando 
riesgos de clasificación incorrecta de cuentas y asegurando la consistencia 
de los saldos desde su origen. 

3. Fortalecimiento del Marco de Envío y Adopción del CRS 2.0: Las 
jurisdicciones con mayor madurez operativa señalan la urgencia de adoptar 
el "CRS 2.0", que expande el intercambio a billeteras virtuales y monedas 
digitales. Este avance exige marcos legales que incluyan normas antielusivas 
y regímenes sancionadores estrictos contra autocertificaciones falsas, 
optimizando la búsqueda activa de sujetos obligados y la integridad de la 
información recolectada. 

4. Optimización del Marco de Recepción e Inteligencia Fiscal: En paralelo, el 
reto regional es la transformación de los flujos masivos de datos en 
inteligencia fiscal. El éxito recaudatorio depende de la capacidad de las 
administraciones para automatizar el procesamiento de la información 
recibida, integrándola sistemáticamente en planes de fiscalización que 
identifiquen brechas de cumplimiento en residentes y generen resultados 
tangibles en la movilización de recursos domésticos. 

¿Tiene la posibilidad de participar de la Comunidad de Interés del Foro de 
Administraciones Tributarias que trabaja sobre el CRS? 

Comentarios: 

• Sí: México, Brasil, Perú, Ecuador y Uruguay participan activamente en estos 
espacios de intercambio técnico. 
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• No: Colombia y Guatemala no participan en dicha comunidad en este 
momento. 

Conclusión:  

El diagnóstico refleja un nivel de compromiso regional considerable en los foros de 
discusión técnica internacional. Esta participación activa de las economías con 
mayor trayectoria en el estándar CRS es un factor determinante para la 
armonización de procedimientos y el intercambio de mejores prácticas en el 
contexto de América Latina y el Caribe. No obstante, la ausencia de algunas 
jurisdicciones clave sugiere una oportunidad para fortalecer la red de colaboración 
regional. Fomentar la inclusión de todos los miembros y observadores de la PTLAC 
en estas comunidades de interés - espacios de colaboración técnica dedicados a 
compartir experiencias operativas y a resolver conjuntamente problemas comunes 
en el uso de los datos -  no solo facilitaría la resolución de desafíos técnicos 
compartidos, sino que también permitiría una posición regional más unificada y 
sólida ante los organismos globales encargados de dictar los estándares de 
transparencia fiscal. 

¿Realiza la apropiación de los contribuyentes de manera manual o 
automatizada? ¿Te gustaría comentar sobre la proporción de matching que 
tiene? 

Comentarios: 

• México: Se realizan ambos procedimientos: tanto el cotejo automático como 
el manual. 

• Colombia: El proceso se realiza de manera automatizada. 
• Ecuador: Se realiza de forma automática, logrando una tasa de coincidencia 

del 90%. 
• Perú: El cálculo se realiza de manera automática. Para el año 2025, la tasa 

de coincidencia alcanzó el 85.91%. 
• Uruguay: Se realiza en forma manual y parcial (para gestiones concretas) por 

razones de seguridad y protección de la información. Se evalúan opciones 
para un uso más masivo. 

Conclusión: 

El análisis de la capacidad de procesamiento y vinculación de datos (matching) 
revela una clara tendencia hacia la modernización tecnológica en la región, aunque 
con matices operativos importantes. Del reporte de las jurisdicciones se desprenden 
las siguientes conclusiones clave: 
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1. Predominio de la Automatización y Alta Eficiencia: La mayoría de las 
administraciones tributarias han logrado transitar hacia modelos de 
procesamiento automático, alcanzando tasas de coincidencia notables que 
oscilan entre el 85% y el 90%. Este nivel de eficacia es un indicador de la 
madurez de los sistemas de información nacionales y de la calidad de las 
bases de datos de contribuyentes (RUC/NIT/CPF), permitiendo una gestión 
masiva de la información recibida sin depender exclusivamente de recursos 
humanos. 

2. Modelos Híbridos y Calidad del Dato: Jurisdicciones como México 
demuestran la importancia de los modelos híbridos, donde la automatización 
resuelve el grueso del volumen de datos, mientras que el cotejo manual actúa 
como una instancia de control de calidad para casos complejos o con 
inconsistencias. Esto asegura que la información intercambiada sea 
procesable para fines de fiscalización, minimizando los falsos positivos. 

3. Desafíos en la Explotación Masiva: El caso de Uruguay evidencia que las 
preocupaciones por la seguridad y la protección de datos pueden condicionar 
el ritmo de la automatización. El procesamiento manual y parcial, si bien 
garantiza un control estricto sobre la confidencialidad, representa un 
estrangulamiento para el uso masivo de los datos. El reto futuro para las 
jurisdicciones será implementar protocolos de seguridad que permitan 
escalar la automatización sin comprometer la integridad de la información 
sensible. 

¿Ha podido eliminar las duplicaciones e identificar las cuentas con 
cotitularidad? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, México, Colombia, Perú, Ecuador y Uruguay confirman que 
cuentan con las capacidades técnicas para procesar y depurar estos datos. 

Conclusión:  

Las administraciones tributarias que se encuentran en fase operativa han superado 
con éxito la barrera técnica de la limpieza básica de datos, lo que constituye un paso 
fundamental para la integridad del sistema. La capacidad de identificar y tratar 
adecuadamente las cuentas con cotitularidad y eliminar duplicidades permite 
obtener una visión mucho más fidedigna y precisa del patrimonio financiero de los 
contribuyentes en el exterior. 

Este avance es crítico por dos razones estratégicas: primero, evita la 
sobreestimación de activos que podría derivar en auditorías erróneas o litigios 
innecesarios; y segundo, garantiza la calidad del insumo necesario para aplicar 
modelos de análisis de riesgo más sofisticados. No obstante, el desafío persistente 
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para la región es la estandarización de estos procesos de depuración entre todas 
las jurisdicciones de la PTLAC, de modo que la información intercambiada 
mantenga el mismo nivel de fiabilidad independientemente de la oficina de origen. 

¿Realiza capacitaciones a los inspectores fiscales respecto de las 
posibilidades que brinda este intercambio de información? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, México, Colombia, Perú y Ecuador mantienen programas activos 
de entrenamiento para sus cuerpos de auditoría. 

• No: Uruguay aún no ha institucionalizado esta capacitación de forma 
continua o sistemática para sus inspectores. 

Conclusión:  

El diagnóstico subraya que la capacitación técnica es un puente crítico para que los 
datos obtenidos mediante el estándar CRS trasciendan el ámbito de las "Relaciones 
Internacionales" y se integren plenamente en la "operatividad de la fiscalización". 
Las administraciones que han implementado programas de formación demuestran 
un mayor potencial para convertir la información cruda en recaudación efectiva, al 
dotar a los inspectores de las herramientas necesarias para interpretar estructuras 
financieras complejas en el exterior. 

Sin embargo, para que esta transferencia de conocimiento sea exitosa, la 
capacitación no debe ser un evento aislado, sino un proceso institucionalizado que 
incluya el uso de nuevas tecnologías de análisis de datos y el manejo de protocolos 
de confidencialidad. El desafío regional consiste en estandarizar estas 
competencias para que el cuerpo de auditores de todas las jurisdicciones de la 
PTLAC pueda identificar con agilidad patrones de evasión transfronteriza, 
garantizando que el intercambio de información se traduzca en una herramienta de 
control fiscal real y no solo en un compromiso político. 

¿Sus sistemas informáticos le permiten obtener información sobre el uso y la 
efectividad del CRS por parte de los inspectores? 

Comentarios: 

• Brasil: De manera limitada; el seguimiento no está soportado directamente 
por los sistemas institucionales. 

• México y Perú: Sí, cuentan con funcionalidades para monitorear el uso y 
resultado de la información. 

• Colombia, Ecuador y Uruguay: No poseen esta funcionalidad plenamente 
integrada en sus sistemas de gestión tributaria. 
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Conclusión: 

Este aspecto constituye el principal "estrangulamiento de gestión" a nivel regional. 
La ausencia de sistemas que permitan rastrear el ciclo de vida completo del dato -
desde su recepción hasta el desenlace de la acción de control (si resultó en una 
liquidación, sanción o regularización voluntaria) - impide una evaluación precisa del 
impacto real del intercambio de información. 

Sin una trazabilidad sistémica, las administraciones enfrentan dificultades críticas 
para medir el ROI (Retorno sobre la Inversión) de la transparencia fiscal y para 
justificar la asignación de recursos técnicos y humanos. El desafío futuro para la 
región, y en particular para la agenda de la PTLAC, es evolucionar hacia sistemas 
de gestión que no solo almacenen información, sino que generen indicadores de 
desempeño (KPIs). Esto permitiría identificar qué tipos de datos del CRS son más 
efectivos para la recaudación y orientar las estrategias de fiscalización basadas en 
evidencias, transformando la transparencia de un compromiso normativo en una 
herramienta de eficiencia recaudatoria cuantificable. 

¿Cuál es el entendimiento respecto a la publicación de estadísticas? 

Comentarios: 

• Brasil: Considera que es importante para conocer la relevancia del estándar, 
pero es fundamental preservar el secreto fiscal y la protección de información 
sensible. 

• México: Las estadísticas publicadas por la OCDE contribuyen a la obtención 
de datos comparables y fiables. Permiten conocer el alcance global de la 
implementación del estándar CRS, el volumen de información, el valor de los 
activos y el impacto recaudatorio. Asimismo, facilitan el seguimiento del 
estatus de las enmiendas al estándar. 

• Ecuador: Señala que es factible la publicación de estadísticas siempre que 
se presenten de manera agrupada. 

• Perú: Las estadísticas permiten monitorear el comportamiento de las 
declaraciones de las entidades financieras, la cantidad de cuentas por 
jurisdicción y la evolución de los montos en cada ejercicio fiscal. 

• Uruguay: Informa que, hasta el momento, no han publicado estadísticas 
internas sobre el tema. 

Conclusión: 

Existe un consenso regional sobre la utilidad estratégica de las estadísticas como 
herramienta de gobernanza y transparencia institucional. El análisis de las 
respuestas permite identificar que la publicación de datos agregados no solo valida 
la relevancia del estándar CRS ante la sociedad, sino que también permite a las 
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administraciones tributarias realizar estudios comparativos sobre el volumen de 
activos en el exterior y el impacto real en la recaudación. 

Sin embargo, persiste una marcada cautela institucional orientada a proteger el 
binomio "confidencialidad-eficacia". Las jurisdicciones coinciden en que cualquier 
esfuerzo de publicación debe garantizar que los datos no puedan ser 
individualizados (preservando el secreto fiscal) ni revelen indicadores que expongan 
las estrategias de selección de casos para auditoría. El desafío para la PTLAC será 
avanzar en la definición de un estándar regional de "estadísticas mínimas 
compartidas" que permita visibilizar los avances en la lucha contra la evasión fiscal 
transfronteriza sin comprometer la seguridad jurídica de los contribuyentes ni la 
reserva de las operaciones de fiscalización. 

Conclusión General: El Estado del Intercambio Automático de Información 
(CRS) en la Región 

El diagnóstico regional sobre el Estándar Común de Reporte (CRS) revela que la 
región de América Latina y el Caribe ha superado la fase de "promesa de 
transparencia" para ingresar en una etapa de consolidación operativa y búsqueda 
de efectividad. La transición de la región se puede resumir en los siguientes puntos 
estratégicos: 

1. Madurez Heterogénea y Liderazgo Regional: Existe una distinción entre las 
economías de mayor envergadura (Brasil, México, Colombia, Perú, Ecuador y 
Uruguay), que ya operan el estándar con altos niveles de automatización, y 
jurisdicciones que aún enfrentan barreras legales y tecnológicas (Bolivia, Honduras, 
Guatemala). El compromiso de Paraguay marca una ruta crítica para cerrar esta 
brecha, subrayando que la "automaticidad" es hoy el estándar mínimo para la 
integridad fiscal transfronteriza. 

2. Del Procesamiento a la Inteligencia Fiscal: La capacidad técnica para limpiar 
datos, eliminar duplicidades y realizar el matching de contribuyentes (con tasas de 
éxito superiores al 85%) demuestra que las administraciones han vencido los retos 
técnicos iniciales. Sin embargo, el desafío ha mutado: el éxito ya no se mide por el 
volumen de información recibida, sino por la capacidad de transformar esos datos 
masivos en acciones de fiscalización dirigidas y resultados recaudatorios tangibles. 

3.  Estrangulamiento en la Trazabilidad y el ROI: El principal obstáculo para la 
gestión estratégica es la falta de sistemas integrados que permitan rastrear el 
impacto de los datos del CRS en la auditoría final. Sin esta trazabilidad, la región 
tiene dificultades para medir el Retorno sobre la Inversión (ROI) de la transparencia 
y para retroalimentar sus modelos de análisis de riesgo, lo que limita la optimización 
de los recursos humanos y técnicos. 
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4. Cultura Institucional y Capacitación: La institucionalización del CRS sigue 
siendo desigual. Mientras algunos países han llevado el conocimiento a la "punta 
de la fiscalización" mediante capacitaciones continuas, otros aún mantienen el flujo 
de información limitado a áreas internacionales. La efectividad plena requiere que 
el inspector de campo vea el CRS como una herramienta cotidiana de control y no 
como un recurso extraordinario. 

5. Gobernanza y Transparencia Pública: Existe un equilibrio delicado entre la 
necesidad de publicar estadísticas para validar la política fiscal y la obligación de 
proteger el secreto fiscal. El consenso regional apunta a la publicación de datos 
agregados como mecanismo de gobernanza, pero persiste la cautela para evitar 
que la transparencia estadística comprometa la reserva de las estrategias de 
inteligencia. 

En síntesis: La región está preparada técnicamente, pero requiere un impulso 
político-normativo para uniformar los marcos legales (hacia el CRS Modificado) y 
una inversión sostenida en sistemas de gestión que permitan cerrar el ciclo del dato, 
garantizando que la transparencia se traduzca, efectivamente, en una reducción de 
la brecha de evasión internacional. 

 

2. Reporte País por País (CbC) 

Esta sección evalúa el uso de los informes CbC para la identificación de riesgos de 
erosión de la base imponible y el traslado de beneficios (BEPS). 

¿Participa su país del intercambio de informes país por país? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, Honduras, México, Colombia, Perú, Uruguay y República 
Dominicana ya participan activamente en este intercambio. 

• No: Bolivia, Ecuador, Paraguay y Guatemala. 

Conclusión: 

La adopción del estándar de la Acción 13 del Proyecto BEPS (OCDE/G20) muestra 
un avance consolidado en la región, especialmente entre las economías de mayor 
envergadura. Este mecanismo se ha convertido en una pieza fundamental para la 
transparencia fiscal internacional, permitiendo a las administraciones tributarias 
obtener una visión global de la asignación de ingresos y los impuestos pagados por 
los grupos multinacionales. 
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Sin embargo, el diagnóstico identifica una brecha de implementación en ciertas 
jurisdicciones que, hasta fechas recientes, no habían integrado el Marco Inclusivo 
sobre BEPS como una prioridad en sus agendas de política fiscal. La falta de 
participación en estos países suele derivar de la ausencia de un marco legal 
doméstico que obligue a las multinacionales a presentar este informe o de la falta 
de acuerdos internacionales activos para el intercambio. Para lograr una cobertura 
regional efectiva, es imperativo que los países rezagados aceleren la adecuación 
de sus normativas internas y fortalezcan su infraestructura técnica, garantizando así 
que América Latina y el Caribe cuenten con herramientas robustas para combatir la 
erosión de la base imponible y el traslado de beneficios. 

¿Te gustaría comentar sobre la razón? (Para los que no participan) 

Comentarios: 

• Ecuador: Señala la necesidad de presupuesto y recursos adicionales para su 
implementación efectiva. 

• Bolivia: Indica la falta de un marco legal nacional que sustente la 
obligatoriedad de este tipo de reporte. 

• Guatemala: Menciona su reciente incorporación al Marco Inclusivo de BEPS, 
lo que sitúa la implementación del CbC como un objetivo para una etapa 
futura. 

Conclusión: 

El análisis de las respuestas revela que el obstáculo principal para los países no 
participantes radica en la arquitectura legal y presupuestaria, más que en una 
oposición técnica o política al estándar de la Acción 13. La transición hacia el reporte 
País por País (CbC) exige no solo una voluntad política alineada con los estándares 
de la OCDE, sino también una base normativa sólida que otorgue facultades a la 
administración tributaria para exigir esta información a los grupos multinacionales. 

Asimismo, la mención de Ecuador sobre la necesidad de recursos financieros pone 
de relieve que la gestión de estos informes implica una inversión significativa en 
infraestructura tecnológica y en la formación de cuadros técnicos capaces de auditar 
la planificación fiscal agresiva. Por último, el caso de Guatemala demuestra que la 
integración regional es un proceso gradual; la adhesión al Marco Inclusivo es el 
primer paso indispensable, pero requiere un tiempo de maduración institucional 
para que las obligaciones de transparencia se traduzcan en operativos de control 
fiscal vigentes. 

¿Cómo están utilizando los informes CbC las Administraciones Tributarias, y 
cuáles son los obstáculos para un análisis y una gestión de riesgo eficaces 
basados en esta información? 
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Comentarios: 

• México La información se utiliza para la gestión de riesgos y como base para 
indagaciones adicionales durante auditorías. Desafío: Asimetrías en la 
interpretación de los contribuyentes al llenar la plantilla (ej. errores en el 
principio de consolidación que derivan en subreporte de entidades). 

• Brasil: La información se utiliza para la gestión de riesgos y como base para 
indagaciones adicionales durante auditorías. Desafío: La naturaleza 
agregada de los datos por jurisdicción dificulta el cruce automático y preciso 
con las declaraciones tributarias domésticas.  

• Colombia: Se utiliza como retroalimentación para los procesos de 
fiscalización. Desafío: Una indebida identificación de riesgos puede derivar 
en objetivos poco claros para la administración. 

• Perú: Construcción de indicadores y perfiles de riesgo para selección de 
casos de Precios de Transferencia, utilizando la herramienta TREAT 
(OCDE). Desafío: Necesidad de incluir nuevas variables (costos/gastos 
operativos desagregados) y la posibilidad de reducir el umbral de ingresos 
para ampliar la cobertura de grupos obligados. 

• Uruguay: Asignación de niveles de riesgo a empresas vinculadas a Grupos 
Multinacionales. Desafío: La información no está parametrizada por empresa 
sino por jurisdicción, y su falta de integración completa en las bases de datos 
(DATA) dificulta el análisis del riesgo general del Grupo. 

• Rep. Dominicana: Uso enfocado en la evaluación global de riesgos de 
erosión de la base imponible y traslado de beneficios (BEPS), además de 
fines estadísticos. Desafío: Por ser una implementación reciente, los 
obstáculos operativos aún están en proceso de identificación. 

• Honduras: Primer intercambio programado para 2027. 

Conclusión: 

El análisis sobre el uso operativo de los informes País por País (CbC) en la región 
revela una transición significativa desde el mero cumplimiento normativo hacia una 
integración estratégica en la gestión de riesgos de fiscalización. Actualmente, existe 
un consenso alineado con los estándares internacionales en considerar al reporte 
CbC como un insumo crítico para la identificación de perfiles de riesgo y la selección 
de casos, mas no como una base única para realizar ajustes de precios de 
transferencia. Su valor fundamental radica en ofrecer una "radiografía global" de los 
grupos multinacionales que anteriormente resultaba invisible para las 
administraciones locales, permitiendo una visión panorámica de sus operaciones 
transfronterizas. 

No obstante, esta transición enfrenta obstáculos relevantes en términos de calidad 
y parametrización de los datos. El desafío técnico más apremiante es la naturaleza 
agregada de la información, la cual se presenta consolidada por grupo empresarial 
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en cada jurisdicción y no de forma desagregada por entidad específica. Esta falta 
de granularidad dificulta que administraciones como la de Uruguay realicen un 
seguimiento preciso de la incidencia de los riesgos globales sobre las filiales locales. 
A esto se suman las inconsistencias generadas por errores de los contribuyentes al 
completar las plantillas, lo que entorpece los procesos de análisis automático. Ante 
este escenario, jurisdicciones como Perú señalan el camino hacia el uso de 
herramientas avanzadas y especializadas, como el sistema TREAT de la OCDE, 
para integrar la estructura global del grupo en las reglas de riesgo institucionales. 
Finalmente, se detecta una demanda incipiente por evolucionar el estándar hacia 
una mayor granularidad, que incluya la desagregación de costos y gastos, así como 
una revisión de los umbrales de ingresos que permita captar a un número mayor de 
grupos multinacionales nacionales, adaptando el mecanismo a la realidad 
económica de las empresas de la región. 

¿Utiliza la información del CBC para análisis de riesgo? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, Honduras, México, Colombia, Perú, Uruguay y República 
Dominicana confirman su uso sistemático para este fin. 

Conclusión: 

Existe un consenso regional plenamente alineado con las directrices del Proyecto 
BEPS, el cual establece que el valor primario del informe País por País (CbC) reside 
en su capacidad como herramienta de identificación de perfiles de riesgo y no como 
un instrumento para la determinación directa de la base imponible o la realización 
de ajustes automáticos de precios de transferencia. 

Esta postura unificada de las administraciones tributarias de la región subraya una 
madurez técnica importante: se reconoce que el CbC ofrece una "visión de conjunto" 
que permite detectar discrepancias entre la ubicación de los beneficios y la 
sustancia económica de las actividades del grupo multinacional. Al utilizar estos 
datos exclusivamente para la selección de casos y la planificación de auditorías, las 
jurisdicciones garantizan la seguridad jurídica de los contribuyentes, cumpliendo 
con los estándares de confidencialidad y uso apropiado de la información exigidos 
por el Marco Inclusivo. El desafío para el bloque PTLAC hacia el futuro será 
profundizar en la integración de estos datos con otras fuentes de información (como 
el CRS y los registros de Beneficiario Final) para robustecer las matrices de riesgo 
y hacer más eficiente la lucha contra la erosión de la base imponible. 

¿Ha podido identificar jurisdicciones riesgosas en base al CBC? 

Comentarios: 
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• Sí: Brasil, México, Colombia y Perú han logrado identificar jurisdicciones de 
baja tributación o de riesgo donde los grupos multinacionales concentran 
beneficios de manera desproporcionada. 

• No: Honduras, Uruguay y República Dominicana aún no han reportado 
hallazgos definitivos o sistemáticos en este punto. 

Conclusión: 

La efectividad en la identificación de "paraísos fiscales" o jurisdicciones de nula o 
baja tributación a través del reporte CbC está intrínsecamente ligada a la madurez 
de las herramientas de analítica de datos y a la robustez de los modelos de riesgo 
de cada administración tributaria. Aquellas jurisdicciones con mayor experiencia 
operativa han logrado transformar la información agregada en inteligencia 
accionable, detectando patrones de erosión de la base imponible donde la 
rentabilidad reportada en ciertos territorios no guarda correlación con la sustancia 
económica o el número de empleados en los mismos. 

Este escenario subraya que el intercambio de información es solo el primer paso; el 
valor real se genera en la fase de explotación de datos. Mientras que un grupo de 
países ya utiliza estos hallazgos para orientar auditorías de precios de transferencia 
de alto impacto, otros se encuentran en una etapa de acumulación y limpieza de 
datos. Para el bloque de la PTLAC, esto representa una oportunidad crítica de 
cooperación técnica: el intercambio de "banderas rojas" (red flags) y metodologías 
de análisis entre las administraciones más avanzadas y las que están en proceso 
de implementación permitiría una respuesta regional más coordinada frente al 
traslado de beneficios a jurisdicciones de riesgo. 

¿Ha podido identificar casos a investigar para precios de transferencia en 
base al CBC? 

Comentarios: 

• Sí: México, Colombia y Perú reportan haber seleccionado casos concretos 
de auditoría basados en las alertas y perfiles de riesgo generados por el 
reporte. 

• No: Honduras, Uruguay y República Dominicana aún no han derivado casos 
de investigación directa a partir de esta fuente. 

Conclusión: 

El informe País por País (CbC) está cumpliendo con éxito su función de "brújula 
estratégica" para las auditorías de Precios de Transferencia, especialmente en 
aquellas jurisdicciones que cuentan con equipos técnicos especializados y marcos 
normativos robustos. La capacidad de transformar los datos del CbC en casos de 
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investigación concreta demuestra que este estándar no es solo un ejercicio de 
cumplimiento formal, sino un insumo de alto valor para la detección de erosión de 
la base imponible. 

Para los países que han reportado resultados positivos, el CbC ha permitido 
optimizar el uso de los recursos de fiscalización, enfocándolos en contribuyentes 
con indicadores de riesgo evidentes, como la desproporción entre activos y 
beneficios reportados en diferentes jurisdicciones. Por otro lado, la ausencia de 
casos detectados en otros países sugiere que el desafío actual es la integración 
operativa: para que el CbC sea efectivo, debe estar plenamente incorporado en los 
procesos de selección de las áreas de fiscalización internacional. El fortalecimiento 
de las capacidades de análisis y la creación de protocolos de actuación basados en 
"banderas rojas" específicas del CbC son pasos esenciales para que todas las 
jurisdicciones de la PTLAC puedan aprovechar este mecanismo como un detonante 
de auditorías de alto impacto. 

¿Cuál es el entendimiento respecto a la publicación de estadísticas? 

Comentarios: 

• Brasil: Considera que son fundamentales para mantener el equilibrio entre el 
interés público y el secreto fiscal, elemento esencial para la confianza en la 
relación con los contribuyentes. 

• México: Entiende que las estadísticas publicadas por la OCDE contribuyen a 
la obtención de datos comparables y fiables a nivel global. 

• Colombia: Indica que la información recibida de los reportes CbC es de alta 
utilidad estratégica para la administración tributaria. 

• Perú: Envía reportes agregados a la OCDE anualmente y utiliza las 
estadísticas internamente para identificar riesgos a nivel macro o agregado. 

• Uruguay: Informa que actualmente no se publican estadísticas sobre esta 
materia. 

Conclusión: 

Al igual que se observa en el estándar CRS, existe un consenso regional respecto 
a que el valor de la transparencia estadística reside en el manejo de datos 
agregados y globales. Esta postura permite a las administraciones tributarias 
cumplir con el principio de transparencia y rendición de cuentas ante la sociedad, 
sin comprometer la confidencialidad técnica de los grupos multinacionales 
específicos. 

El diagnóstico revela que la publicación de estadísticas es percibida no solo como 
un ejercicio de visibilidad, sino como una herramienta de gobernanza que permite 
medir el alcance de la implementación de la Acción 13 de BEPS. Para jurisdicciones 
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como Perú y México, la estandarización de estos datos bajo los parámetros de la 
OCDE es clave para la comparabilidad internacional. El desafío para la PTLAC será 
armonizar estos criterios de publicación de modo que, incluso en países donde aún 
no se divulgan datos internos, se pueda transitar hacia un modelo que informe sobre 
los resultados del intercambio sin exponer estrategias de fiscalización ni vulnerar el 
sigilo fiscal, fortaleciendo así la legitimidad de las acciones contra la elusión fiscal 
internacional. 

Conclusión General: El Impacto Estratégico del Reporte CbC en la Región 

El diagnóstico sobre el reporte País por País (CbC) revela que América Latina y el 
Caribe han alcanzado un hito significativo en la adopción de los estándares de la 
Acción 13 de BEPS. La mayoría de las economías de mayor envergadura ya 
participan activamente en este intercambio, transformando lo que antes era un 
compromiso normativo en una herramienta operativa de alto impacto. El consenso 
regional es absoluto: el valor fundamental del CbC no reside en la determinación 
directa de impuestos, sino en su función como "brújula estratégica" para la 
identificación de riesgos de erosión de la base imponible y el traslado de beneficios. 
Al proporcionar una radiografía global de los grupos multinacionales, este 
mecanismo ha permitido a las administraciones tributarias detectar, por primera vez, 
asimetrías críticas entre la ubicación de las utilidades y la sustancia económica real 
de las operaciones. 

Sin embargo, el éxito del CbC en la región no es uniforme y enfrenta desafíos 
estructurales en su fase de explotación. Mientras que jurisdicciones con mayor 
madurez técnica, como México, Perú, Brasil y Colombia, ya reportan la selección de 
casos concretos de auditoría y la identificación de jurisdicciones de riesgo, otros 
países se encuentran en etapas de acumulación de datos o enfrentan barreras 
legales y presupuestarias para su implementación. Los obstáculos técnicos 
reportados - como la naturaleza agregada de la información, las inconsistencias en 
el llenado de plantillas por parte de los contribuyentes y la falta de integración plena 
en las bases de datos locales - subrayan que el intercambio es solo el punto de 
partida. La efectividad real depende de la capacidad de cada administración para 
procesar masivamente estos datos mediante herramientas de analítica avanzada y 
protocolos de actuación basados en "banderas rojas" específicas. 

La ausencia de Paraguay en el CbC, junto con Bolivia y Ecuador, confirma que este 
estándar suele ser el último en implementarse tras el CRS, debido a la complejidad 
de fiscalización de precios de transferencia en economías que están intensificando 
sus procesos de industrialización. 

Hacia el futuro, se sugiere que la agenda de la PTLAC  avance en el debate sobre 
las formas de cerrar la brecha operativa entre sus miembros. Esto implica no solo 
acelerar la adecuación normativa de los países rezagados, sino también fomentar 
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una cooperación técnica profunda para el intercambio de metodologías de análisis 
y la armonización de criterios en la publicación de estadísticas agregadas. El 
fortalecimiento de la transparencia, siempre bajo un estricto respeto al sigilo fiscal, 
permitirá que el reporte CbC evolucione hacia una mayor granularidad y eficiencia, 
consolidándose como un pilar inamovible de la justicia fiscal internacional y una 
herramienta eficaz contra la planificación fiscal agresiva en la región. 

 

 

3. Beneficiario Efectivo  

Este eje temático evalúa la capacidad de las administraciones para identificar a las 
personas físicas que finalmente poseen o controlan entidades jurídicas, un pilar 
fundamental para la integridad del sistema tributario regional. 

¿Qué desafíos persisten en asegurar la efectividad del registro y verificación 
del Beneficiario Final y cómo se puede mejorar la utilización de esta 
información? 

Comentarios: 

• Brasil y Ecuador: Identifican la necesidad crítica de mejorar la supervisión 
directa y la aplicación efectiva de penalidades para asegurar que la 
información declarada sea veraz. 

• México y Colombia: El reto principal reside en la identificación precisa del 
beneficiario controlador ante estructuras de propiedad indirecta o cadenas 
societarias complejas. 

• Perú: Presenta un diagnóstico robusto sobre el incumplimiento en la 
actualización de datos. Propone un esquema de "medidas de presión" que 
incluye sanciones administrativas y penales, bloqueos notariales para 
trámites registrales e interoperabilidad total con registros públicos y 
plataformas de la OCDE. 

• Paraguay: Conta con recursos tecnológicos y humanos para analizar la 
calidad de la información. El reto de la interconexión y cruce de datos entre 
distintos organismos del Estado. Propone generar herramientas digitales de 
interconexión de tablas, capacitación técnica y socialización de la 
importancia de la retroalimentación de datos. Cita el avance del sistema 
SIARA para recolectar información personalizada según el tipo de vehículo 
jurídico. 

• Bolivia: Destaca la importancia de reforzar el registro de Organizaciones sin 
Fines de Lucro (OSFL), ya que actualmente carecen de un registro 
consolidado para estas entidades. 
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• Uruguay: Señala que, aunque las sanciones son disuasorias, el desafío 
surge cuando la información es omitida deliberadamente por la entidad. 

• Honduras y Guatemala: Se encuentran en una etapa normativa previa; 
Honduras trabaja con el Fondo Monetario Internacional (FMI) en su 
regulación y Guatemala tiene una iniciativa de ley en el Congreso. 

Conclusión: 

La región ha transitado de la fase de creación de registros a una fase de verificación 
y cumplimiento obligatorio. El obstáculo principal ya no es la existencia de la norma, 
sino la calidad y actualización del dato. Existe una tendencia hacia la "coerción 
administrativa", donde el incumplimiento en el registro del beneficiario final acarrea 
consecuencias comerciales y notariales inmediatas. La mejora en la utilización de 
esta información depende de la transición hacia modelos de análisis predictivo e 
interoperabilidad sistémica que permitan cruzar la titularidad real con la capacidad 
económica declarada. 

¿Sus agencias estatales hacen un uso del registro de beneficiarios efectivos? 

Comentarios: 

• Uso Activo: Bolivia, Uruguay, República Dominicana, Paraguay y Guatemala 
confirman que el registro es una herramienta compartida y utilizada por 
diversas agencias del Estado para sus fines misionales. 

• Uso Regulado y Específico (Colombia): De acuerdo con la Ley 2195 de 2022 
y la Resolución 227 de 2025, Colombia permite el acceso al Registro Único 
de Beneficiarios Finales (RUB) a siete entidades clave (DIAN, Fiscalía, 
Contraloría, Procuraduría, UIAF y las Superintendencias Financiera y de 
Sociedades). Este acceso opera mediante convenios interadministrativos 
vigentes y se limita exclusivamente a funciones de inspección, vigilancia, 
control y lucha contra delitos financieros como el lavado de activos y el 
soborno trasnacional.  

• Uso Limitado o Atomizado: Brasil, México, Perú, Honduras y Ecuador indican 
que, por el momento, el uso no está extendido a la generalidade de las 
agencias estatales, permaneciendo principalmente bajo la órbita de la 
administración tributaria o la unidad de inteligencia financiera. 

Conclusión: 

Existe una marcada disparidad en la transversalidad y el alcance del uso de estos 
datos. Mientras que algunas jurisdicciones han consolidado el registro como una 
herramienta de transparencia general para todo el aparato estatal, las economías 
de mayor envergadura de la región —incluida Colombia, a pesar de sus avances 
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normativos— mantienen el uso del registro blindado bajo convenios específicos y 
limitado a funciones de control y persecución penal. 

El desafío para la PTLAC es promover que el registro de beneficiarios finales 
trascienda el ámbito de la fiscalización y el control disciplinario, convirtiéndose en 
un insumo estándar para la integridad en contrataciones públicas, concesiones y 
gestión de riesgos preventivos en toda la administración pública.  

¿Ha realizado capacitaciones a las distintas agencias estatales sobre el 
registro de beneficiario efectivo y los usos que pueden extraerse de él? 

Comentarios: 

• Sí: Honduras, Colombia, Ecuador, Perú, Bolivia, República Dominicana, 
Paraguay y Guatemala han implementado programas de formación técnica 
para funcionarios de diversas agencias. 

• No: Brasil, México y Uruguay aún no han institucionalizado estas 
capacitaciones de manera sistemática para el resto del sector público. 

Conclusión: 

La capacitación técnica es el principal catalizador para la efectividad del registro. El 
diagnóstico muestra que las jurisdicciones que reportan un uso activo del registro 
por parte de otras agencias estatales coinciden, en su mayoría, con aquellas que 
han invertido en programas de entrenamiento. La formación no solo debe enfocarse 
en el acceso al dato, sino en la interpretación de estructuras jurídicas y el uso del 
beneficiario final como herramienta para prevenir conflictos de interés y corrupción. 

¿De qué herramientas o procesos se valen para fiscalizar la información 
recibida? 

Comentarios: 

• Brasil y Colombia: Utilizan áreas especializadas de gestión de riesgo dentro 
de la administración tributaria para analizar la información recibida. 

• México: Se apoya en un marco normativo que obliga a notarios, corredores 
y fiduciarios a mantener y proporcionar la información del beneficiario 
controlador bajo amenaza de sanciones severas. 

• Perú y Ecuador: Aplican cruces masivos de información con fuentes externas 
(Superintendencia de Banca y Seguros, Registros Públicos) y procesos 
intensivos de control "caso a caso". 

• Bolivia: Utiliza la información para fines de vinculación en Precios de 
Transferencia, aprovechando el registro compartido entre el SIN y el servicio 
de registro de comercio (SEPREC). 
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• Paraguay: Facultad de verificación mediante declaraciones juradas (Ley Nº 
6446/2019). Uso de tablas de cruce de datos en el sistema SIARA con 
validación de ID personal (Registro Civil y Policía) y datos de funcionarios 
públicos. Posee un régimen coercitivo con multas y medidas administrativas 
como la prohibición de operar en el sistema financiero y el bloqueo del RUC 
por parte de la DNIT. 

• Uruguay: La fiscalización está centralizada en la Auditoría Interna de la 
Nación. 

• República Dominicana: Integra la actualización del beneficiario final en la 
Declaración Jurada anual de impuestos y cuenta con acceso remoto al 
Registro Mercantil para verificaciones en tiempo real. 

Conclusión: 

La fiscalización del beneficiario efectivo en América Latina y el Caribe evoluciona 
hacia un modelo de control colaborativo. Las administraciones más exitosas son 
aquellas que han convertido a los "sujetos obligados" (notarios, bancos y fiduciarios) 
en agentes de verificación primaria. El uso de cifras de control y cruces de 
información con los sistemas financieros y de propiedad se perfila como la 
metodología estándar para detectar inconsistencias. No obstante, para que la 
fiscalización sea plenamente efectiva, es necesario que el dato del beneficiario 
efectivo deje de ser una declaración estática y se convierta en un parámetro 
dinámico dentro de las matrices de riesgo de las administraciones tributarias. 

Conclusión General: El Beneficiario Final como Eje de la Integridad Fiscal 
Regional 

El diagnóstico regional sobre el Beneficiario Efectivo (sigla en inglés - BO) revela 
que la región de América Latina y el Caribe ha superado la etapa de diseño 
normativo para ingresar de lleno en una fase de consolidación operativa y control 
de veracidad. La transición detectada en las jurisdicciones indica que el desafío ya 
no reside en la creación del registro, sino en garantizar la calidad, integridad y 
actualización oportuna de los datos. La tendencia regional apunta con firmeza hacia 
un modelo de "coerción administrativa", donde el incumplimiento en la identificación 
del beneficiario final conlleva consecuencias inmediatas que trascienden lo 
tributario, afectando la capacidad operativa, notarial y comercial de las entidades 
jurídicas. 

Un hallazgo crítico de este análisis es la disparidad en la transversalidad y 
gobernanza de la información. Mientras que un grupo de países ha logrado convertir 
el registro de BO en una herramienta de Estado compartida para la transparencia 
general, las economías de mayor envergadura de la región aún mantienen el uso 
de los datos en silos institucionales, principalmente bajo la órbita de las 
administraciones tributarias o unidades de inteligencia financiera. Esta 
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fragmentación limita el potencial del registro como insumo estándar para la 
integridad en contrataciones públicas y la lucha contra la corrupción. En este 
contexto, la capacitación técnica se identifica como el principal catalizador de éxito: 
existe una correlación directa entre las jurisdicciones que invierten en programas de 
formación para múltiples agencias y aquellas que reportan un uso más efectivo y 
dinámico de la información. 

Finalmente, la fiscalización del beneficiario efectivo está evolucionando hacia un 
modelo de control colaborativo y tecnificado. Las administraciones más avanzadas 
han logrado involucrar con éxito a los "sujetos obligados" como agentes de 
verificación primaria, complementando este control con cruces masivos de 
información y análisis de riesgo predictivo. Para las jurisdicciones de la PTLAC, el 
objetivo estratégico a corto plazo puede ser la transición de declaraciones estáticas 
hacia parámetros dinámicos de riesgo. Solo mediante la interoperabilidad total entre 
registros de propiedad, sistemas financieros y bases de datos fiscales, se podrá 
garantizar que la identificación del beneficiario efectivo cumpla su propósito último: 
asegurar que la titularidad real coincida con la capacidad económica declarada, 
cerrando así las brechas de elusión y lavado de activos en la región. 

 

4. Marco de Reporte de Criptoactivos (CARF)  

Esta sección evalúa la preparación de las administraciones de ALC para 
implementar el nuevo estándar de intercambio automático de información sobre 
transacciones con criptoactivos. 

¿Cuál es el nivel de preparación de los países miembros para adherir e 
implementar el nuevo intercambio de Criptoactivos (CARF), y cuáles son los 
primeros pasos regulatorios y técnicos necesarios? 

Comentarios: 

• Brasil:  Cuenta con un marco operativo vigente que obliga a las exchanges a 
reportar información para análisis de riesgo y ya ha formalizado su 
compromiso internacional de intercambio bajo el estándar CARF. 

• México: Presenta una hoja de ruta definida que inicia con la firma del MCAA 
de CARF, seguida de la adecuación del marco regulatorio primario y 
secundario. 

• Colombia: Prioriza la creación de legislación primaria sólida y señala el 
desafío técnico de adaptar los sistemas de transmisión de datos para que 
cumplan con los protocolos internacionales. 
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• Perú: Se encuentra en fase de evaluación jurídica para determinar la 
viabilidad de normas que habiliten el intercambio anual de transacciones 
criptográficas. 

• Uruguay: Identifica la necesidad de una transformación estructural en sus 
sistemas informáticos, particularmente en la adopción y validación de 
formatos XML compatibles con el estándar. 

• Paraguay: El país no se ha adherido al CARF aún; sin embargo, la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos Tributarios de la DNIT se encuentra elaborando 
la normativa que regulará la tributación de criptoactivos. 

• Ecuador, Bolivia y Guatemala: Reportan una ausencia total de normativa y 
preparación técnica específica sobre la materia en la actualidad. 

Conclusión: 

El diagnóstico revela una brecha tecnológica y normativa crítica en la región. 
Mientras Brasil ya utiliza datos de activos digitales para procesos de fiscalización, 
casi el 50% de las jurisdicciones consultadas no han iniciado el proceso regulatorio. 
El "paso cero" identificado por el bloque es la definición jurídica estandarizada de 
"criptoactivo" en las leyes nacionales; sin esta claridad normativa, resulta 
procesalmente imposible imponer obligaciones de reporte a los intermediarios. La 
transición hacia el CARF requerirá, por tanto, una armonización legislativa previa 
que brinde seguridad jurídica tanto a los administradores como a los contribuyentes. 

 

Conclusión General de la Sección CARF 

El nivel de preparación para la implementación del estándar CARF en América 
Latina y el Caribe presenta una heterogeneidad profunda, donde Brasil lidera el 
avance regional con un modelo ya operativo, mientras que México y Colombia 
progresan activamente en sus respectivas fases de diseño normativo. No obstante, 
para la mayoría de las jurisdicciones que integran la PTLAC, el intercambio 
automático de información sobre criptoactivos se proyecta aún como un objetivo de 
mediano plazo, condicionado principalmente por la ausencia de marcos legales que 
regulen las plataformas de intercambio (exchanges) y por la falta de infraestructura 
técnica para procesar flujos de datos complejos. Ante este escenario, la 
implementación del CARF se vuelve fundamental para evitar que los activos 
digitales se consoliden como el nuevo refugio de la economía informal y la 
planificación fiscal agresiva en la región. 

Para mitigar estos riesgos, se sugiere que la PTLAC oriente su estrategia hacia tres 
pilares fundamentales: primero, la estandarización normativa, promoviendo que los 
países sin regulación adopten definiciones de activos digitales alineadas con los 
parámetros de la OCDE para facilitar la firma de acuerdos multilaterales (MCAA) y 
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evitar arbitrajes regulatorios regionales. Segundo, la institucionalización de la 
transferencia de conocimiento y la cooperación técnica, aprovechando la 
experiencia  de Brasil para asistir a otras administraciones en el diseño de sus 
arquitecturas de recepción y análisis de datos criptográficos. Finalmente, es 
prioritario centrar los esfuerzos iniciales en la regulación de intermediarios, 
estableciendo la obligatoriedad de registro y reporte para las exchanges con 
presencia local, ya que este control doméstico constituye el requisito técnico previo 
e indispensable para garantizar la efectividad de cualquier intercambio internacional 
masivo en el futuro. 

5. Plataformas Digitales (DPI)  

Este eje analiza los desafíos regionales para capturar información sobre los 
ingresos generados a través de plataformas digitales y el estado de los mecanismos 
de intercambio de información en este sector. 

¿Cuáles son las necesidades y los desafíos regionales en relación con el 
intercambio de información sobre los ingresos obtenidos a través de las 
Plataformas Digitales? 

Comentarios: 

• Brasil y México: Informan que actualmente no forman parte de ninguna 
iniciativa formal de intercambio de información específica para plataformas 
digitales. 

• Honduras: Señala que aún no recauda impuestos sobre este tipo de ingresos, 
lo que sitúa el desafío en una etapa fiscal previa. 

• Colombia: Identifica que la necesidad primordial radica en la correcta 
identificación de los operadores y prestadores de servicios en las 
plataformas. 

• Ecuador: Destaca como desafío el control de las plataformas que operan sin 
una sede física o autorización en el territorio nacional. 

• Perú: Indica que el principal reto es desarrollar la infraestructura para el 
intercambio de información bajo estándares internacionales. 

• Bolivia y Uruguay: Coinciden en la necesidad urgente de contar con el marco 
normativo y técnico adecuado para implementar el reporte. 

• Guatemala: Reporta que no cuenta con estas iniciativas ni con la base 
normativa necesaria en la actualidad. 

Conclusión: 

El diagnóstico revela que el control de la economía digital es el área de menor 
madurez relativa en la región. Mientras que en otros estándares (como CRS o CbC) 
existe un camino recorrido, en el ámbito de plataformas digitales la mayoría de las 
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jurisdicciones se encuentran en una fase de diagnóstico de necesidades. El desafío 
común es la invisibilidad operativa de las plataformas no residentes, lo que genera 
una brecha de información crítica. Para avanzar, la región requiere no solo marcos 
legales que prevean el reporte obligatorio, sino una estrategia coordinada para 
identificar a los actores de la "Gig Economy" que operan fuera del radar de las 
administraciones tradicionales. 

Conclusión General: Hacia una Estrategia Regional para la Economía Digital 

La fiscalización de los ingresos obtenidos a través de Plataformas Digitales 
representa la "nueva frontera" de la transparencia fiscal en América Latina y el 
Caribe. A diferencia de los activos financieros tradicionales, la economía digital se 
caracteriza por una alta movilidad y la ausencia de presencia física, lo que ha 
generado un desfase entre el crecimiento de estas actividades y la capacidad de 
control de las administraciones tributarias. El análisis de las respuestas al 
cuestionario muestra que la región enfrenta un triple desafío: normativo (falta de 
leyes que obliguen al reporte), técnico (ausencia de sistemas de recepción de datos 
masivos) y operativo (dificultad para identificar a los sujetos obligados). 

Actualmente, no existe una adhesión masiva a estándares internacionales de 
intercambio en esta materia (como las Reglas Modelo de la OCDE para 
Plataformas), lo que deja a cada país intentando implementar soluciones 
domésticas aisladas. Esta fragmentación favorece la erosión de la base imponible, 
ya que los operadores pueden desplazar sus beneficios entre jurisdicciones con 
menores controles. 

Para la PTLAC, un objetivo estratégico debe ser la construcción de un Marco 
Regional de Transparencia Digital. Esto implica armonizar las definiciones de 
"operadores de plataformas" y "vendedores reportables", y promover que las 
grandes corporaciones tecnológicas entreguen información de manera 
estandarizada a todas las administraciones del bloque. Solo mediante un enfoque 
multilateral se podrá garantizar que la riqueza generada en la economía digital sea 
distribuída de manera justa, evitando que las plataformas se conviertan en un vacío 
legal para la tributación regional. 

 

6. Propiedad Inmobiliaria y Transparencia 
Patrimonial (IPI)  

Este eje analiza la capacidad de las administraciones para rastrear la riqueza a 
través de bienes raíces, la existencia de registros centralizados y la posibilidad de 
vincular esta información con los beneficiarios finales. 
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¿Su país cuenta con un registro centralizado de información sobre propiedad 
inmobiliaria? 

Comentarios: 

• Sí: Ecuador, Perú, Uruguay, Guatemala y Paraguay confirman poseer 
registros centralizados. 

• En proceso: Brasil (proyecto SINTER en curso),  
• No: Honduras, México, Colombia, Bolivia y República Dominicana operan 

actualmente sin un registro único centralizado a nivel nacional. 

Conclusión: 

La fragmentación registral es uno de los obstáculos estructurales más críticos para 
la fiscalización patrimonial en la región. Mientras que las jurisdicciones con sistemas 
unitarios han logrado consolidar nodos centrales de información, las economías 
federales o de gran extensión territorial lidian con una dispersión de datos en 
catastros locales o municipales. Esta falta de centralización no solo genera 
ineficiencias en el control doméstico, sino que actúa como una barrera para el 
intercambio internacional de información, ya que impide que la administración 
tributaria central actúe como un interlocutor único y ágil ante requerimientos de otras 
jurisdicciones. 

¿Qué se necesita en términos de capacidad de la Tecnología de la Información 
(TI), infraestructura de datos y coordinación interinstitucional? 

Comentarios: 

• Honduras y Bolivia: Priorizan la necesidad de un marco normativo sólido y 
programas de capacitación técnica. 

• Colombia y Ecuador: Resaltan la urgencia de obtener aprobación política y 
priorización por parte de las autoridades de alto nivel. 

• Perú y Guatemala: Se enfocan en la planificación de actividades técnicas y 
cambios legislativos profundos para habilitar la integración de datos. 

• Uruguay y Rep. Dominicana: Indican que las necesidades aún no han sido 
evaluadas exhaustivamente o están en etapas preliminares. 

Conclusión: 

La modernización de la transparencia inmobiliaria trasciende el despliegue de 
infraestructura tecnológica; es, fundamentalmente, un desafío de gobernanza 
interinstitucional. La resistencia técnica suele ser un síntoma de la falta de un 
mandato político claro que obligue a catastros, notarios y registros de la propiedad 
a interoperar con la administración tributaria. Para avanzar, se requiere una "hoja 
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de ruta de integración" que cuente con respaldo legislativo, asegurando que los 
sistemas de TI no sean repositorios estáticos, sino plataformas dinámicas de cruce 
de datos en tiempo real. 

¿La información sobre propiedad inmobiliaria está disponible hasta el nivel 
de los beneficiarios finales? 

Comentarios: 

• No / En proceso: Brasil (será posible con el proyecto SINTER), México, 
Colombia, Bolivia, Uruguay, Ecuador, Guatemala y Paraguay reportan que 
no es posible realizar este vínculo actualmente. 

• Parcialmente: Perú indica que es posible vincular la información de propiedad 
inmobiliaria con los registros de beneficiarios finales, en los casos que el 
titular de la propiedad es una persona natural. Rep. Dominicana sugiere que 
podría cumplirse bajo ciertas condiciones. 

Conclusión: 

Este apartado revela el punto ciego más estratégico del sistema de transparencia 
regional. El hecho de que la propiedad raíz no pueda vincularse sistémicamente con 
su beneficiario final genera una ventana de oportunidad para la ocultación de 
riqueza mediante el uso de "sociedades vehículo" o estructuras de fachada. Sin la 
capacidad de perforar el velo corporativo en los registros inmobiliarios, los esfuerzos 
realizados en los capítulos de Beneficiario Efectivo (BO) pierden efectividad 
operativa. La convergencia entre el registro de la propiedad física y la titularidad real 
es, por tanto, un avance fundamental por conquistar en la agenda de la PTLAC. 

¿La información sobre la titularidad de la propiedad inmobiliaria es de acceso 
público y está sujeta a verificación? 

Comentarios: 

• Acceso Público: Brasil, México, Colombia, Ecuador, Perú, Uruguay y Rep. 
Dominicana confirman el acceso público a la titularidad. Bolivia, Guatemala 
y Honduras limitan este acceso. 

• Verificación: Perú y Bolivia realizan validaciones tributarias. México y Rep. 
Dominicana cuentan con procesos de registro, mientras que otros países 
reportan una descentralización que dificulta la verificación automática. 
Paraguay debe ser solicitada por un interesado mediante un profesional 
(abogado o notario) bajo el trámite de “Informe de Condición de Dominio”, 
previo pago de tasa. 

Conclusión: 
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Aunque prevalece el principio de publicidad de la titularidad, existe una brecha en 
la integridad y verificación de los datos. El acceso público no garantiza por sí solo 
la transparencia si la información no está sujeta a cruces automáticos de control. La 
falta de validación de los datos declarados frente a la capacidad económica real del 
titular limita la utilidad de estos registros para la gestión de riesgos, permitiendo que 
existan discrepancias patrimoniales que solo se detectan en auditorías manuales y 
reactivas, en lugar de alertas tempranas automáticas. 

¿Su país tiene la intención de participar en el nuevo Marco Multilateral de 
Intercambio Automático de Información sobre Propiedad Inmobiliaria? 

Comentarios: 

• Interés Activo: Brasil, Honduras, Colombia, Perú, Rep. Dominicana y 
Paraguay expresan una intención clara de participar para mejorar el análisis 
de riesgos. 

• Sin intención / Desconocimiento: México, Bolivia, Uruguay, Ecuador y 
Guatemala no han priorizado esta herramienta o no tienen una postura 
definida. 

Conclusión: 

El interés moderado en este nuevo marco multilateral refleja una cautela operativa 
ante la complejidad técnica que supone el intercambio de datos no financieros. No 
obstante, este mecanismo se perfila como una herramienta clave para combatir la 
elusión internacional vinculada a la adquisición de inmuebles de lujo en el 
extranjero. En este escenario, la PTLAC puede liderar la discusión sobre el 
estándar, promoviendo una implementación gradual que permita a las jurisdicciones 
com registros más robustos actuar como pilotos. Este enfoque facilitaría el 
establecimiento de protocolos de seguridad y formatos de datos estandarizados 
que, tras su validación, puedan ser adoptados de manera progresiva por el resto del 
bloque. 

Conclusión General del Capítulo: La Propiedad Inmobiliaria como Pilar de la 
Transparencia Global 

El diagnóstico de la sección de Propiedad Inmobiliaria confirma que este sector es 
el eslabón pendiente para lograr una visión de 360 grados del patrimonio de los 
contribuyentes. Mientras que el dinero financiero es hoy altamente rastreable 
gracias al CRS, los bienes raíces siguen ofreciendo espacios de opacidad debido a 
la fragmentación de los registros y la ausencia de vínculos con el beneficiario 
efectivo. 
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Para fortalecer la integridad fiscal regional, la PTLAC debe impulsar una agenda de 
"Transparencia Patrimonial Integrada". Esto implica tres acciones coordinadas: 1) 
Promover la creación de registros nacionales únicos que superen la dispersión local; 
2) Exigir que la información de propiedad inmobiliaria incluya obligatoriamente el 
dato del beneficiario efectivo; y 3) Automatizar el intercambio de estos datos entre 
jurisdicciones. Solo si el activo inmobiliario deja de ser un silo de información 
aislado, las administraciones tributarias podrán enfrentar con éxito las estructuras 
de riqueza transfronteriza y asegurar que la tributación sea proporcional a la riqueza 
real, independientemente del vehículo o el territorio donde esta se materialice. 

 

7. Registro de Bienes y Activos de Alto Valor 

Este eje analiza la capacidad de las administraciones tributarias para acceder a 
bases de datos de bienes muebles e inmuebles y la interoperabilidad de esta 
información con otras agencias del Estado para el control de la riqueza. 

¿Tiene su administración tributaria una base de datos amplia de bienes y qué 
tipos incluye? 

Comentarios: 

• México: La administración cuenta con acceso a diversas bases, aunque 
reporta que la información se encuentra dispersa. 

• Perú: A través de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos 
(SUNARP), administra la base de datos de la propiedad inmueble y vehicular. 
Esta información es compartida, vía convenio, con la administración 
tributaria. 

• Ecuador: Reporta tener bases de datos que contienen información detallada 
sobre vehículos e inmuebles. 

• República Dominicana: Consta con distintas bases de datos integradas que 
facilitan la fiscalización patrimonial. 

• Bolivia: Maneja registros de bienes muebles con un nivel de disgregación 
técnica considerable. 

• Brasil: Dispone de información en sus bases de datos, pero trabaja en una 
mayor integración. 

• Colombia, Honduras, Uruguay y Guatemala: Reportan no contar con una 
base de datos propia o amplia de bienes, o dependen de consultas externas 
caso a caso. 

• Paraguay: No cuenta con una base de datos amplia de bienes integrada 
actualmente en la administración tributaria. 

Conclusión: 
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La capacidad de fiscalización patrimonial en la región está directamente 
condicionada por la propiedad de los datos. Mientras que un grupo de países ha 
logrado integrar registros de vehículos, aeronaves, embarcaciones e inmuebles en 
sus sistemas centrales, otros actúan como "invitados" en bases de datos ajenas, lo 
que limita la posibilidad de realizar análisis masivos de riesgo o detección 
automática de incrementos patrimoniales no justificados. 

¿Se encuentra esta información disponible para otras agencias estatales? 

Comentarios: 

• Sí: Brasil, México, Perú, República Dominicana y Ecuador confirman que la 
información es compartida o está disponible para otras agencias del Estado. 

• No / Limitado: Colombia (identifica dificultades técnicas para compartir), 
Uruguay (desconocimiento de disponibilidad masiva), Bolivia (información 
disgregada por agencias) y Guatemala. 

Conclusión: 

La interoperabilidad es el desafío operativo más crítico. Aunque los datos existen 
en el aparato estatal, la falta de protocolos técnicos de intercambio impide que el 
registro de bienes sea una herramienta de uso transversal. Donde la información no 
fluye, se generan duplicidades de esfuerzos y se debilita la capacidad del Estado 
para combatir la economía informal y la corrupción de manera coordinada. 

¿Qué desafíos persisten para la efectividad de implementación de estas 
herramientas de registro? 

Comentarios: 

• Honduras y Bolivia: Señalan la necesidad de realizar adecuaciones 
normativas internas y fortalecer el marco legal y técnico. 

• Perú: Se encuentra trabajando en la modificación de reglamentos para 
mejorar la calidad y el acceso a la información. 

• República Dominicana: Indica que el país se ha adherido recientemente a 
acuerdos internacionales para fortalecer estas herramientas. 

• Ecuador y Guatemala: Reportan la falta de normativa específica o la 
necesidad de convenios de colaboración interinstitucional para habilitar el 
uso de los datos. 

• Uruguay y Colombia: Reportan no ver desafíos mayores o no tener ninguno 
identificado actualmente, respectivamente. 

Conclusión: 
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El diagnóstico identifica que el obstáculo predominante no es la tecnología per se, 
sino la infraestructura jurídica. La ausencia de mandatos legales que obliguen a la 
unificación de registros de bienes impide que la administración tributaria explote el 
potencial de la información. Para avanzar, es necesario que las jurisdicciones 
transiten hacia marcos de "datos abiertos controlados" entre agencias, eliminando 
la necesidad de convenios individuales para cada consulta. 

Conclusión General: La Gestión de Activos como Eje de la Transparencia 
Patrimonial 

El análisis de la sección de Bienes y Activos de Alto Valor confirma que la 
transparencia fiscal en América Latina y el Caribe está evolucionando desde el 
control del flujo (ingresos) hacia el control del stock (patrimonio). Sin embargo, esta 
transición es desigual. La región presenta una brecha clara entre las 
administraciones que han consolidado "ecosistemas de datos" y aquellas que aún 
operan con registros aislados o fragmentados. 

Para la PTLAC, el fortalecimiento de este eje es vital para cerrar el cerco sobre la 
elusión internacional. La riqueza que se desplaza fuera del sistema financiero suele 
materializarse en activos físicos de alto valor (inmuebles, vehículos de lujo, yates). 
Por lo tanto, la centralización de los registros de bienes y su disponibilidad 
interagencial deben ser prioridades estratégicas. 

La conclusión final es que la efectividad de estas herramientas depende de la 
capacidad de las administraciones para perforar el anonimato en la propiedad de 
los bienes. Vincular los registros de activos de alto valor con los de Beneficiario 
Efectivo (BO) es el paso definitivo para garantizar que no existan refugios de 
opacidad patrimonial en la región. La hoja de ruta debe incluir la estandarización de 
los formatos de datos y la creación de un marco de intercambio regional que permita 
a un país conocer los bienes de sus residentes en cualquier otra jurisdicción del 
bloque. 

 

Conclusiones 

El diagnóstico consolidado de este periodo demuestra que América Latina y el 
Caribe han superado la fase de adhesión formal a los estándares internacionales 
para ingresar en la etapa crítica de la efectividad operativa. El éxito de la 
transparencia fiscal en la región ya no depende únicamente de la recepción de 
datos, sino de la construcción de una soberanía analítica basada en la integración 
y la interoperabilidad sistémica. La utilidad de la información obtenida mediante 
intercambios automáticos se multiplica exponencialmente cuando se cruza con los 
registros de titularidad real y de propiedad inmobiliaria, por lo que superar los 
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compartimentos estancos entre los diferentes órganos del Estado es la prioridad 
estratégica para los próximos años. 

Una de las lecciones fundamentales de este ciclo es que la eficacia del intercambio 
de información resulta indisoluble de la capacidad de las administraciones para 
imponer medidas de cumplimiento real. La tendencia más prometedora apunta 
hacia modelos que vinculan la transparencia societaria con la propia viabilidad 
comercial y financiera de las entidades, demostrando que las acciones que afectan 
la operatividad de las empresas son herramientas mucho más disuasorias que las 
sanciones pecuniarias aisladas. Al mismo tiempo, mientras que los activos 
financieros tradicionales se han vuelto altamente rastreables, la región enfrenta 
nuevos desafíos con la desmaterialización de la riqueza a través de criptoactivos y 
la movilidad de la economía digital. 

Finalmente, la propiedad inmobiliaria se identifica como el principal punto ciego del 
patrimonio regional ante la persistente dificultad técnica para vincular los bienes 
inmuebles con sus beneficiarios finales. Cerrar este cerco es fundamental para 
evitar que el sector inmobiliario se consolide como un refugio de opacidad. En suma, 
la región camina hacia un modelo de transparencia proactiva donde el intercambio 
de información deja de ser una herramienta accesoria para convertirse en el eje 
central de la gestión tributaria estratégica y de la justicia fiscal en el Caribe y América 
Latina.  
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